INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 19 DE FEBRERO DE 2010.  CRITERIOS DE FISCALIZACIÓN EN RELACIÓN CON LA MODIFICACIÓN DE TIPO DE IVA DURANTE 2010.
Modalidad de informe: Informe.
Áreas temáticas: Contratación. Gasto Público. Función Interventora.
Informe vigente.
En el presente año, con efectos desde el 1 de julio, entra en vigor la reforma de los tipos impositivos del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante IVA) operada por la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010 (BOE de 24 de diciembre de 2009). Tal circunstancia conlleva, en el ámbito interno de la Administración, una serie de repercusiones en la tramitación de los expedientes de gasto sometidos al gravamen del citado impuesto sobre el consumo. Por ello esta Intervención General, en tanto que órgano de control interno del gasto público, considera oportuno pronunciarse acerca de las vicisitudes que en el ejercicio de la función interventora pueden presentarse como consecuencia de la reforma indicada.
En efecto, el artículo 79 del citado cuerpo legal en sus dos primeros apartados dispone:

“Con efectos desde el 1 de julio de 2010 y vigencia indefinida, se introducen las siguientes modificaciones en la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido. 

Uno. Se modifica el apartado uno del artículo 90, que queda redactado de la siguiente forma:

«Uno. El Impuesto se exigirá al tipo del 18 %, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente.»

El resto del artículo queda con el mismo contenido. 

Dos. Se modifica el encabezado del apartado uno del artículo 91, que queda redactado de la siguiente forma:

«Uno. Se aplicará el tipo del 8 % a las operaciones siguientes:»

El resto del apartado y artículo quedan con el mismo contenido.”

Como se observa, el precepto trascrito incrementa tanto el tipo general que pasa de 16 al 18 por ciento como el tipo reducido (aplicable únicamente a las entregas de bienes o prestaciones de servicios señaladas limitativamente en el artículo 91 de la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido), el cual pasa del 7 al 8 por ciento.
En cuanto al aspecto temporal de la medida, aunque ya se ha anunciado al principio del presente informe, hay que recordar que si bien la Ley de Presupuestos ha entrado en vigor el pasado 1 de enero, la operatividad de los nuevos tipos impositivos, tal como expresamente recoge dicho precepto, queda demorada hasta el 1 de julio del presente año, fecha a partir de la cual las operaciones sujetas al impuesto deberán gravarse conforme a los nuevos tipos.
Así es, las operaciones sometidas al IVA devengadas a partir de 1 de julio deberán tributar de acuerdo a los tipos recogidos en el artículo 79 de la Ley de Presupuestos, carga que tiene que ser asumida por la Administración, como así se encargó de recordar la Junta Consultiva de Contratación Administrativa del Estado en su informe 2/1992 de 27 de febrero, emitido con ocasión de la reforma de los tipos del IVA llevada a cabo en aquel momento, en el que textualmente afirma: “en los supuestos de elevación del tipo (del IVA), la Administración asume la obligación de pagar el precio del contrato incrementado con el importe del Impuesto, superior por elevación del tipo, es decir la Administración ha de hacerse cargo del incremento, pues lo contrario supondría, no sólo incumplimiento de la normativa fiscal reguladora del Impuesto, sino del pacto contractual entre Administración y contratista, ya que este último incluye en su oferta el importe del Impuesto”.
Dado que, desde la fecha señalada, la Administración va a tener que abonar el IVA de las entregas de bienes y prestaciones de servicios de los que sea consumidor final conforme a los nuevos tipos indicados, esta Intervención General debe realizar algunas acotaciones respecto de las implicaciones que sobre la fiscalización de los expedientes de gasto contractuales se van producir.
Para ello, es necesario distinguir las siguientes situaciones: 

1.- Expedientes contractuales cuyo gasto ya esté aprobado y su duración se prolongue más allá del 1 de julio de 2010.

Este supuesto se da tanto en el caso de los contratos plurianuales adjudicados en ejercicios presupuestarios precedentes como en el de aquellos que hayan sido objeto de la tramitación anticipada regulada en la Orden de 16 de septiembre de 2009 en los que el gasto ya ha sido autorizado y, en su caso, comprometido por una determinada cuantía sin tener en cuenta el nuevo tipo impositivo aplicable a partir de tal fecha.
En este caso, la parte del objeto del contrato devengado hasta el 30 de junio de 2010 será gravada al 16 ó al 7 por ciento, mientras que la que se devengue a partir del 1 de julio deberá tributar conforme a los nuevos tipos, es decir, al 18 ó al 8 por ciento, según cual resulte de aplicación. 

El incremento de los tipos del IVA va a generar un exceso de gasto respecto del inicialmente previsto, circunstancia que conlleva, ineludiblemente, la necesaria cobertura presupuestaria, debiendo tramitarse un documento contable AD´ por la diferencia del IVA correspondiente a la totalidad del período anual.
Para el cálculo de tal diferencia hay que conocer la parte del contrato que va a ser ejecutada a partir de julio para lo cual, tratándose de suministros y de servicios habrá que estar a los vencimientos de los plazos de ejecución de las prestaciones o entrega de los bienes que en el Pliego o en la oferta económica se hayan previsto; mientras que en los contratos de obras se tendrá en cuenta lo estipulado en el programa de trabajo incorporado al proyecto de obra o, en su caso, en el programa de trabajo aprobado por el órgano de contratación (artículos 132 y 144, respectivamente, del Real decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprueba el Reglamento General del la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas).
Este documento contable AD´ debe proponerse para su fiscalización con anterioridad a la tramitación de la primera propuesta de reconocimiento de la  obligación que incorpore el incremento del IVA. Al mismo, se acompañará una memoria justificativa que fundamentará el gasto en la modificación del tipo del IVA producida por la Ley 26/2009, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2010, incorporando tal circunstancia en su texto abreviado con el fin de que los asientos contables queden perfectamente identificados y homogéneos.
Con la tramitación de la primera propuesta de reconocimiento de la obligación  y pago derivada del expediente en cuestión que incorpore el incremento del IVA, se adjuntará fotocopia del documento contable AD´ fiscalizado favorablemente y contabilizado garantizándose, de esta manera, la existencia de crédito suficiente para financiar el mayor gasto derivado de esta modificación normativa.
En el supuesto de que el Interventor actuante observe que tales actuaciones no han sido llevadas a cabo, en aquél momento procederá al reparo del expediente de gasto en la fase de reconocimiento de la obligación y propuesta de pago en base a la inexistencia de crédito suficiente para satisfacer las obligaciones económicas que se pretenden contraer.

En los contratos de carácter plurianual, el AD´ al menos deberá referirse al exceso de gasto generado en el presente año, como requisito necesario para poder tramitar obligaciones reconocidas en las que se incrementa el gasto fiscalizado y comprometido en concepto de IVA. En este supuesto, en sucesivos ejercicios presupuestarios deberá tramitarse el incremento de gasto consiguiente en concepto de IVA al inicialmente contraído en cuentas. 

No obstante, igualmente podría tramitarse un AD’ plurianual por el exceso de gasto en concepto de IVA correspondiente a cada ejercicio. En la tramitación se aplicará la regulación existente para los gastos plurianuales, tanto en los trámites exigidos como en cuanto a la competencia del órgano de aprobación. 

Lo esencial, no obstante, es que cualquiera que sea la tramitación del AD’,  como ajuste de gasto en concepto de IVA, éste se haya contabilizado con anterioridad a la fiscalización del primer OK que comprenda el incremento impositivo.
2.- Expedientes contractuales que vayan a ser objeto de licitación durante el ejercicio 2010.

Respecto de éstos se quiere subrayar la necesidad de prestar especial atención al correcto cálculo del IVA que va ser repercutido sobre la Administración.
En su tramitación, pueden darse dos situaciones: o bien que los contratos vayan a ejecutarse a partir del 1 de julio; o bien que la ejecución también comprenda un periodo anterior.
En la primera de las situaciones señaladas no hay complicación alguna debiendo calcularse el IVA de acuerdo con los nuevos tipos aplicables, constatándose que el documento contable que dé soporte a la autorización y al compromiso del gasto ha reflejado adecuadamente el nuevo tipo.
En la segunda tesitura la complicación deriva del hecho de que a una parte del objeto del contrato le resultarán aplicables los actuales tipos impositivos, mientras que a la otra se le aplicarán los nuevos. Esta circunstancia debe ser examinada y verificada a la hora de calcular el gasto tanto en su fase de autorización como de disposición, de tal forma que la parte del contrato devengada hasta el 30 de junio de 2010 tributará, en el caso del tipo general, al 16 por ciento y la parte devengada a partir del 1 de julio, al 18 por ciento.
Así, en la memoria económica que se incorpore en el expediente deberán justificarse, por el centro gestor, los períodos de ejecución del contrato afectados por un tipo u otro del impuesto, así como su valoración económica, de modo que en su virtud se pueda enjuiciar la suficiencia del crédito para financiar las prestaciones o entregas de bienes objeto del contrato. Para el cálculo de la financiación de las prestaciones, entregas u obras a realizar se tendrá en cuenta lo dispuesto en el Pliego en cuanto a los plazos de ejecución o entrega, o en el programa de trabajo del proyecto, respectivamente.
Además de las verificaciones respecto al gasto propuesto en los expedientes que pudieren tramitarse en este período en el que pueden concurrir dos tipos del IVA aplicables, en la fiscalización del expediente de contratación ha de examinarse con especial cuidado que las cláusulas del Pliego de Cláusulas Administrativas referentes a la oferta económica sean claras para los potenciales licitadores evitando con posterioridad interpretaciones sobre las mismas y, en su caso, exclusiones que pudieren afectar a la concurrencia y dar lugar a posteriores recursos.
Por último, mencionar el supuesto en el que se tramite un expediente de contratación en el que por su plazo de ejecución concurran los dos tipos del IVA y, además, tenga carácter plurianual. Es de aplicación al caso el artículo 47.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria en la redacción dada por la Disposición Final Segunda de la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público (en adelante LCSP), según el cual es necesario efectuar una retención del 10 por ciento del importe de adjudicación en el momento en que ésta se realice, que se aplicará al ejercicio en que finalice el plazo fijado en el contrato para la terminación de la obra, o al siguiente, según el momento previsto para realizar el pago de la certificación final. A efectos de obtener el importe de la retención del crédito para el pago de la certificación final de obra, se tomará el precio de la adjudicación sin IVA, incrementándose en el 18 por ciento. El 10 por ciento de la cantidad así obtenida será el importe del RC a elaborar y contabilizar, pues ese será el tipo del IVA que se aplicará al importe que, como máximo se pagará, en su caso, en concepto de liquidación de la obra.
3.- El devengo del Impuesto.

Con el objeto de despejar dudas que pudieran surgir durante los meses de junio y julio sobre cuál es el tipo que corresponde aplicar, se considera conveniente realizar una serie de consideraciones relativas al momento en  que, por realizar el hecho imponible, se devenga el impuesto y, por tanto, nace la obligación de tributar. El tipo vigente en ese instante es el que deberá aplicarse.
Se pueden distinguir diversos supuestos:

3.1.- Contratos cuyo objeto sean, a los efectos del IVA, entregas de bienes. Conforme a lo estipulado por el artículo 75.1.1 Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (en adelante LIVA), como regla general, el impuesto se devengará en las entregas de bienes, “cuando tiene lugar su puesta a disposición del adquirente o, en su caso, cuando se efectúe la entrega conforme a la legislación que le sea aplicable”.

3.2.- Contratos que consistan en prestaciones de servicios. En este supuesto, el devengo, tal y como dispone el aparatado 1.2 del citado precepto, se produce “cuando se presten, ejecuten o efectúen las operaciones gravadas”. 

3.3.- Operaciones de tracto sucesivo o continuado y, en particular, arrendamientos y suministros. En tales contratos el impuesto se devengará en “el momento en que resulte exigible la parte del precio que comprenda cada percepción” (apartado 7 del artículo 75.1 de la LIVA).
3.4.- Obras ejecutadas para las AAPP. La LIVA (artículo 75.1.2 bis) contiene una regla específica para los contratos de obras públicas al señalar que “el devengo se produce en el momento de la recepción”. Como es bien sabido, la recepción en los contratos de obras, como se infiere de la regulación contenida en los artículos 205 y 218 de la LCSP, supone la constatación, a la terminación del contrato, de su efectivo cumplimiento. Es en este momento en el que se produce el devengo del impuesto, debiendo tener presente que, según se desprende del artículo 218.5 de la LCSP, la recepción puede ser total o parcial, devengándose el impuesto, en este último caso, por la parte parcialmente recepcionada.
Sentado esto, no hay duda de que las certificaciones por liquidación de obras deberán observar el tipo vigente en el momento de la recepción, pues es en ese instante en el que se ha cumplido el hecho imponible del impuesto, y ello con independencia de la fecha en que se materialice la liquidación. 

Dentro de los contratos de obras hay que realizar una especial consideración respecto de aquellos en los que el pago se lleve a cabo a través de certificaciones mensuales, sin recepción parcial o total de las mismas, caso que, por otra parte, será el más habitual.
El abono de las certificaciones de obra tiene la consideración, tal como se desprende del artículo 215.1 de la LCSP, de pagos a cuenta sujetos a las rectificaciones y variaciones que se produzcan en la medición final, sin suponer en forma alguna, aprobación y recepción de las obras que comprenden. Se trata, por tanto, de un sistema basado en la realización de pagos al contratista con anterioridad a la recepción de la obra.
Al margen del criterio fiscal que proceda, a efectos estrictamente referidos al ejercicio de la fiscalización por parte de la Intervención del reconocimiento de las obligaciones derivadas de tales certificaciones de obra, debe tenerse en cuenta el momento en que se ejerza dicha fiscalización como referencia para establecer el tipo de IVA aplicable.
La trascendencia de tal conclusión no es otra que todas las certificaciones de obra que se fiscalicen a partir de 1 de julio del presente año, con independencia de la fecha en que hayan sido expedidas, siempre que no conlleven la recepción, deberán gravarse conforme a los nuevos tipos impositivos, extremo que debe tenerse en cuenta a la hora de fiscalizar el gasto en la fase de reconocimiento de la obligación y también respecto la exigencia de incluir ese mayor gasto en el expediente adicional de gasto que hubiere que tramitar en aplicación del apartado 1 de este informe.
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